
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE SAN JUAN Y CAGUAS 
 

 
SANTOS MEDINA FÉLIX Y 
LA SOCIEDAD LEGAL DE 

GANANCIALES 
COMPUESTA POR 
MARILYN ALICEA 

COLLAZO 
 

Demandantes-Apelantes 
 

Vs. 

 
CLARO/PRT TEL. CO.; 

CARRIÓN LAFFITTE & 
CASELLAS, INC. 
BROKERS; HUMBERTO 

HIJINOSA CRUZ; MARY 
DOE DE HIJINOSA Y LA 
SOCIEDAD LEGAL DE 

GANANCIALES 
COMPUESTA POR AMBOS; 

COMPAÑÍA DE SEGUROS 
ABC 
 

Demandados-Apelados 

 
 

 
 
KLAN201600440 

Apelación 
procedente del 

Tribunal de 
Primera Instancia, 
Sala de San Juan 

 
Caso Núm.: 

KPE2013-0312 
(505) 
 

Sobre: 
Daños y Perjuicios 

por Violación a 
Derechos 
Constitucionales y 

Discrimen por 
Edad 

Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el 

Juez Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh. 
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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

 Comparecen ante nuestra consideración el Sr. Santos 

Medina Félix (en adelante, señor Medina Félix) y la Sociedad Legal 

de Gananciales compuesta por él y su esposa, la Sra. Marilyn 

Alicea Collazo, y nos solicitan que revoquemos la Sentencia emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, el 2 de 

marzo de 2016, notificada el 3 de marzo del mismo año. Mediante 

ésta, el foro primario dictó una sentencia sumaria a favor de 

Puerto Rico Telephone Company (en adelante, PRTC), el Sr. 

Humberto Hinojosa Cruz (en adelante, señor Hinojosa Cruz)1 y AIG 

                                                 
1 Nótese que a este codemandado se le nombra en el epígrafe como Humberto 

Hijinosa Cruz, tal como aparece en la sentencia apelada.  A pesar de ello, nos 
referiremos a esta parte con el apellido Hinojosa, pues es el que se utiliza a 

través del expediente. 
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Insurance Company- Puerto Rico (en adelante, AIG), desestimando 

la Demanda Enmendada con perjuicio e imponiendo el pago de 

costas a la parte demandante. 

I 

 Los hechos e incidentes procesales relevantes a la conclusión 

que alcanzamos en esta Sentencia comenzaron el 23 de enero de 

2013, con la presentación de una Demanda por parte del señor 

Medina Félix y la Sociedad Legal de Gananciales de la que es parte, 

contra PRTC y el señor Hinojosa Cruz. En ésta, los demandantes 

incluyeron reclamaciones por despido injustificado al amparo de la 

Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, 29 LPRA sec. 185b et seq., 

discrimen por razón de edad al amparo de la Ley Núm. 100 de 30 

de junio de 1959, 29 LPRA sec. 146 et seq., y de la Age 

Discrimination in Employment Act, 29 USC sec. 621 et seq., una 

reclamación de salarios al amparo de la Fair Labor Standards Act, 

29 USC sec. 201 et seq., una reclamación de salarios al amparo de 

la Ley Núm. 180-1998, según enmendada, 29 LPRA sec. 250 et 

seq., y los daños y perjuicios que estas acciones provocaron. 

 El 4 de diciembre de 2013, la parte demandante presentó 

una Demanda Enmendada con el propósito de incluir una 

reclamación por represalias al amparo de la Ley Núm. 115-1991 

(Ley Núm. 115), 29 LPRA sec. 194 et seq. Asimismo, incluyó como 

parte demandada a la aseguradora de PRTC, AIG. La demanda y 

demanda enmendada fueron contestadas por las partes 

oportunamente. Concluido el descubrimiento de prueba, el 19 de 

octubre de 2015, PRTC presentó una Moción de Sentencia Sumaria 

al amparo de la Regla 36.1 de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 

LPRA, Ap. V, R. 36.1, alegó que las reclamaciones presentadas en 

su contra eran improcedentes en derecho y presentó cincuenta y 

seis hechos que considera incontrovertidos. 
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 El 19 de enero de 2016, se presentó la Oposición a Solicitud 

de Sentencia Sumaria en la que la parte demandante, haciendo 

referencia a las deposiciones tomadas de Medina Félix y de otros, 

planteó que existían controversias de hechos que impedían que el 

tribunal resolviera por la vía sumaria. Por su parte, PRTC presentó 

una Réplica a Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria en la que 

sostuvo, entre otras cosas, que la oposición de la parte 

demandante no cumplía con los requisitos de la Regla 36.3 de las 

Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA, Ap. V, R. 36.3, y que los 

demandantes no controvirtieron los hechos propuestos en la 

moción de sentencia sumaria. 

 Atendidos los planteamientos de las partes, el 2 de marzo de 

2016, notificada el 3 de marzo de 2016, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió una Sentencia en la que concluyó que la parte 

demandante no logró demostrar la responsabilidad de PRTC, por lo 

cual procedía la desestimación de la demanda contra todos los 

codemandados. Además, le impuso el pago de costas a la parte 

demandante.  

 En cuanto a la causa de acción al amparo de la Ley Núm. 

115, el tribunal apelado concluyó que gran parte de los actos de 

represalia que alegó Medina Félix fueron previos a la presentación 

de la querella ante la Unidad Antidiscrimen. Es decir, indica el 

tribunal que no existe nexo causal entre la actividad protegida y 

cualquier actuación tomada en el empleo antes de ella. Sobre los 

incidentes posteriores a la presentación de la querella, expresó que 

no constituían acciones de represalia y respondieron al interés de 

PRTC en mantener el buen y normal funcionamiento de la 

empresa. 

 El tribunal también consideró que no procedía la causa de 

acción de discrimen por edad, ya que Medina Félix se acogió 

voluntariamente al retiro y ello le impide demostrar que sufrió una 
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acción adversa, lo que es un elemento necesario para prevalecer en 

una acción al amparo de la Ley Núm. 100. Señala que Medina 

Félix no demostró que su edad fue el factor motivante para una 

acción adversa en su contra. 

 El tribunal también determinó que Medina Félix no podía 

prevalecer en su alegación de despido injustificado al amparo de 

Ley Núm. 80, pues las actuaciones de las cuales se quejó fueron 

justificadas y razonables, para salvaguardar el bienestar de la 

empresa. Estas actuaciones no harían que una persona razonable 

se sintiera forzada a renunciar como resultado de las mismas. 

 Finalmente, el tribunal determinó que Medina Félix no tenía 

un reclamo válido de salarios, pues la suspensión de diez (10) días 

fue justificada, y que la causa de acción de daños, así como la 

demanda en contra de Humberto Hinojosa, no procedían. 

 Inconforme con esta determinación, el 1 de abril de 2016, la 

parte demandante presentó este recurso de apelación e hizo los 

siguientes señalamientos de error: 

Erró el honorable Tribunal de Primera Instancia al 
atender la moción de sentencia sumaria en clara 

contravención a la Regla 36.2 de las [reglas] de 
Procedimiento Civil toda vez que el descubrimiento de 

prueba había culminado casi 10 meses antes. 
 
Abusó de su discreción el honorable Tribunal de 

Primera Instancia al firmar un proyecto de sentencia a 
ciegas, lo cual resulta ser una copia idéntica de la 
moción de sentencia y de la réplica a oposición a 

solicitud de sentencia sumaria. 
 

Erró el honorable Tribunal de Primera Instancia al 
determinar que la parte apelante había incumplido con 
la Regla 36.3 de las [reglas] de Procedimiento Civil. 

 
Abusó de su discreción el honorable Tribunal de 

Primera Instancia al no determinar que la parte 
apelada incumplió con la regla 36.3(A) de las [reglas] 
de Procedimiento Civil. 

 
Erró el honorable Tribunal de Primera Instancia al 
resolver por la vía sumaria el pleito de epígrafe cuando 

existen hechos en controversia que ameritan un juicio 
plenario. 
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Erró el honorable Tribunal de Primera Instancia al 
resolver por la vía sumaria el pleito de epígrafe cuando 

no procede como cuestión de derecho. 
 

Erró el honorable Tribunal de Primera Instancia al 
desestimar con perjuicio la demanda enmendada 
contra AIG cuando esta nunca presentó moción de 

sentencia sumaria ni se unió a la misma. 
 

II 

Los primeros seis errores están relacionados con la solución 

sumaria del litigio, por lo que los discutiremos en conjunto. 

Nos enfrentamos en este caso a una sentencia sumaria, que 

es un mecanismo que provee nuestro ordenamiento para propiciar 

la solución justa, rápida y económica de controversias en las 

cuales resulta innecesario celebrar un juicio plenario. Procede en 

aquellos casos en los que no existen controversias reales y 

sustanciales en cuanto a los hechos materiales y lo único que 

queda por parte del poder judicial es aplicar el Derecho. Es un 

mecanismo útil para despejar los calendarios de casos claros en 

los que un juicio se hace innecesario. No obstante, la petición 

sumaria se tiene que analizar cuidadosamente porque puede privar 

injustamente a un ciudadano de su derecho a que un ente neutral 

evalúe su reclamo, principio elemental del debido proceso de ley. 

Mejías et al. v. Carrasquillo, et al.,  185 DPR 288, 300 (2012); 

Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 216-217, 220 (2010); 

Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 611 (2000). Más 

aún, el hecho de no oponerse a la solicitud de sentencia sumaria 

no implica necesariamente que esta proceda si existe una 

controversia legítima sobre un hecho material. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 215. 

En consecuencia, en el análisis de si procede la solución de 

un caso por la vía sumaria, es determinante evaluar si hay 

controversias reales y sustanciales sobre hechos materiales. 

Nuestro Tribunal Supremo ha establecido que un hecho material 
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es aquel que puede afectar el resultado de la reclamación de 

acuerdo al derecho sustantivo aplicable. La Regla 36.1 de 

Procedimiento Civil de 2009 se refiere a estos hechos como 

“esenciales y pertinentes...”. 32 LPRA Ap. V. Cualquier duda no es 

suficiente para derrotar una moción sumaria. Tiene que ser una 

duda que permita concluir que existe una controversia real y 

sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes. Ello ocurre 

cuando la prueba ante el tribunal es de tal naturaleza que un 

juzgador racional de los hechos podría resolver a favor de la parte 

que se opone a la moción. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 

214. 

El Tribunal Supremo nos ha ilustrado sobre la diferencia 

entre un “hecho” y el “derecho”. Un hecho es un acontecimiento o 

un comportamiento determinado y pertinente para la norma legal 

que se pretende aplicar. Las determinaciones de hechos establecen 

qué fue lo que pasó, mientras que en las conclusiones de derecho 

se determina el significado jurídico de esos hechos conforme a 

determinada norma legal. Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 

Opinión de 2 de diciembre de 2015, 2015 TSPR 159, 194 DPR___ 

(2015). 

La Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36, 

dispone que para emitir una adjudicación de forma sumaria es 

necesario que de las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 

interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas, si las hubiere, y de alguna otra evidencia, 

surja que no existe controversia real y sustancial en cuanto a 

ningún hecho esencial y pertinente y que, como cuestión de 

derecho, se debe dictar sentencia sumaria a favor de la parte 

promovente. Se le exige tanto al promovente como al opositor de 

una moción de sentencia sumaria que cumplan con unos 

requisitos de forma específicos para que pueda considerarse su 
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solicitud. El incumplimiento con estos requisitos tiene 

repercusiones distintas para cada parte. Procede revisar que la 

moción, así como la oposición, cumplan con los requisitos de 

forma de la Regla 36 de las Reglas de Procedimiento Civil. 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, Opinión de 21 de mayo de 

2015, 2015 TSPR 70, 193 DPR ____ (2015).2 

 Al considerar una moción de sentencia sumaria, este foro se 

encuentra en la misma posición que el Tribunal de Primera 

Instancia cuando la revisó; estamos impedidos de considerar 

asuntos que no se plantearon en el foro de instancia y limitados a 

señalar, pero no adjudicar, si existen controversias reales. La 

revisión que hacemos es una de novo y debemos examinar el 

expediente de la manera más favorable a la parte que se opone a la 

solución sumaria, haciendo todas las inferencias permisibles a su 

                                                 
2 En la jurisdicción federal la moción de sentencia sumaria se recoge en la Regla 
56 de las Reglas de Procedimiento Civil Federal. El Tribunal Supremo de 
Estados Unidos discute in extenso la sentencia sumaria y su uso, dirigido a 

reducir los casos que deben de llegar a un jurado. La normativa que se expone 

en los dos casos ha sido incorporada en la casuística de nuestro Tribunal 

Supremo aunque la regla local difiere de la regla federal. No obstante, citamos 

expresiones pertinentes a la discusión de Derecho que hacemos en esta parte. 
 

…in ruling on a motion for summary judgment, the judge must review the 
evidence presented through the prism of the substantive evidentiary 
burden.  Credibility determinations, the weighing of evidence, and the 
drawing of legitimate inferences from the facts are jury functions, not those 
of a judge, whether he is ruling on a motion for summary judgment or for a 
directed verdict…In sum, we conclude that the determination of whether a 
given factual dispute requires submission to a jury must be guided by the 
substantive evidentiary standards that apply to the case…the trial judge´s 

summary judgement inquiry as to whether a genuine issue exists will be 
whether the evidence presented is such that a jury applying that 
evidentiary standard could reasonably find for either the plaintiff or the 
defendant… . Anderson v. Liberty Lobby, Inc., 477 U.S. 242, 256 (1986). 

 
…In cases like the instant one, where the nonmoving party will bear the 
burden of proof at trial in a dispositive issue, a summary judgment motion 
may properly be made in reliance solely on the “pleadings”, depositions, 
answers to interrogatories and admissions on file.”  Such a motion, 
whether or not accompanied by affidavits, will be “made and supported as 
provided in this rule,”, and Rule 56 (e) therefore requires nonmoving party 
to go beyond the pleadings and by her own affidavits, or by the 
“depositions, answers to interrogatories, and admissions on file”, 
designate “specific acts showing that there is a genuine issue for trial...We 
do not mean that the nonmoving party must produce evidence in a form 
that would be admissible at trial in order to avoid summary judgment.   
Obviously, Rule 56 does not require the nonmoving party to depose her 

own witnesses.  Rule 56(e) permits a proper summary judgment motion to 
be opposed by any of the kinds of evidentiary materials listed in Rule 56 
(c), except the mere pleadings themselves, and it is from this list that one 
would normally expect the nonmoving party to make the showing to which 
we have referred.  Celotex Corp. v. Catrett, 477 U.S. 317, 324 (1986)  
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favor. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra. Además, 

debemos exponer concretamente cuáles hechos materiales están 

en controversia y cuáles no lo están. Si concluimos que los hechos 

no están controvertidos, debemos revisar si el Tribunal de 

Instancia aplicó el Derecho correctamente. Id. 

 Aunque el uso de la solución sumaria no está vedado en 

casos laborales, por ser reclamaciones que en la mayoría de los 

casos dependen de intención o de elementos subjetivos, estos 

requieren una evaluación exhaustiva de la petición sumaria. Hay 

un reconocimiento de que muchas veces en los casos que se alega 

discrimen por alguna de las modalidades prohibidas, no existe 

evidencia directa de dicha intención, lo que se describe en inglés 

como casos de smoking gun.3 Por ello, desde McDonnell Douglas v. 

Green, 411 U.S. 792 (1973), se ha reconocido por cortes federales y 

estatales el uso del concepto caso prima facie, que constituye una 

presunción, para establecer los elementos y el orden de prueba en 

un caso de discrimen, tanto bajo estatutos federales como 

estatales. 

Ahora bien, por la importancia que cobra en una solicitud de 

solución sumaria la determinación de los hechos que son 

materiales o esenciales, es necesario desglosar los elementos de las 

causas de acción invocadas. Como ha dicho nuestro Tribunal 

Supremo, un hecho es un acontecimiento o comportamiento 

determinado, pertinente a la norma legal que se pretende aplicar. 

Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, supra. Solo así se puede 

conocer qué hechos son esenciales para prevalecer en ellas. 

 Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976 

 Los elementos de una causa de acción de Ley Núm. 80 son: 

tener un trabajo remunerado por tiempo indefinido y ser despedido 

sin justa causa. En este caso no estamos ante un despido clásico, 

                                                 
3 Ver, Smith v. F.W. Morse & Co., Inc., 76 F.3d 413 (1996). 
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pues Medina Félix optó por retirarse. Dado que alega que se vio 

obligado a retirarse, más bien se trata de un “despido 

constructivo”, lo que nos requiere acudir al caso Rivera Figueroa v. 

The Fuller Brush Co., 180 DPR 894 (2011). En este caso el 

Tribunal Supremo reconoce que la Ley Núm. 80 crea una 

presunción de que todo despido es injustificado y que le 

corresponde al patrono, mediante preponderancia de la prueba, 

demostrar lo contrario, es decir, que hubo justa causa. Pero, a ello 

le añadió que para disfrutar de la presunción hace falta, como 

elemento de umbral, que haya habido un despido. La definición de 

despido es bastante amplia, pues abarca no solo la acción 

unilateral del patrono de cesantear al empleado, sino las 

actuaciones dirigidas a inducirlo o forzarlo a renunciar, tales como 

imponerle o intentar imponerle condiciones de trabajo más 

onerosas, reducirle el salario, rebajarlo en categoría o someterlo a 

vejámenes o humillaciones de hecho o de palabra.  Íd., págs. 906-

907. 

 En los casos que se basen en la modalidad de “despido 

constructivo o tácito”, el demandante debe demostrar que la 

renuncia fue la única alternativa razonable que tenía ante las 

condiciones de trabajo onerosas que le impuso el patrono con el 

propósito de inducir o forzar su renuncia. Rivera Figueroa v. The 

Fuller Brush Co., supra, págs. 917-918. Para determinar si una 

actuación patronal constituye despido constructivo lo decisivo es si 

por ello una persona razonable se puede sentir y en efecto se siente 

forzada a renunciar, lo cual puede ser el producto de condiciones 

onerosas dirigidas contra él o contra varios empleados. Íd., pág. 

919. 

Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959 

La Ley Núm. 100, supra, prohíbe el discrimen en el ámbito 

laboral por diversas modalidades. La conducta prohibida a los 
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patronos no se limita a un despido, podría tener una causa de 

acción cualquier persona, dentro de una de las modalidades 

protegidas, que pueda demostrar discrimen en alguna actuación 

del patrono en su contra, incluso un mero solicitante de empleo 

podría prevalecer en una causa de esta naturaleza. El texto de la 

Ley dice lo siguiente: 

Todo patrono que despida, suspenda o discrimine contra un 
empleado suyo en relación a su sueldo, salario, jornal o 
compensación, términos, categorías, condiciones o privilegios 

de su trabajo, o que deje de emplear o rehúse emplear o 
reemplear a una persona, o limite o clasifique sus empleados 

en cualquier forma que tienda a privar a una persona de 
oportunidades de empleo o que afecten sus status de 
empleado, por razón de edad, según ésta se define más 

adelante, raza, color, sexo, orientación sexual, identidad de 
género, origen social o nacional, condición social, afiliación 
política, o ideas políticas o religiosas, o por ser víctima o ser 

percibida como víctima de violencia doméstica, agresión 
sexual o acecho, o por ser militar, ex-militar, servir o haber 

servido en las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos o por 
ostentar la condición de veterano del empleado o solicitante 
de empleo…(Énfasis nuestro) 29 LPRA § 146.. (Suplemento 

de 2015). 
 

 La Ley Núm. 100 contiene una presunción de despido o de 

actuación discriminatoria que se activa cuando los actos 

prohibidos antes mencionados sean “realizados sin justa causa”. 

29 LPRA § 148.  La presunción es controvertible y entra en juego 

en la etapa probatoria del caso; o sea, se activa en la vista 

evidenciaria que se celebre, no antes. S.L.G. Hernández-Beltrán v.  

TOLIC, 151 DPR 754, 774 y 776 (2000).  

Para activar la presunción de discrimen, el empleado 

demandante tiene que probar: que hubo un despido o acción 

perjudicial; que éste se realizó sin justa causa; y tiene que 

presentar evidencia indicativa de la modalidad de discrimen que se 

vincula a su despido o a la acción perjudicial. Con ello se activa la 

presunción. S.L.G. Hernández-Beltrán v. TOLIC, supra, pág. 776. 

 Si el demandado derrota los elementos básicos, el 

demandante aún puede prevalecer, sin el beneficio de la 

presunción, si convence al juzgador de que hubo discrimen. Le 
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corresponde el peso de la prueba para demostrar que la 

explicación ofrecida por el patrono es un pretexto, por tanto, que 

su intención fue discriminatoria. Mestres Dosal v. Dosal Escandón, 

173 DPR 62 (2008). 

 Es decir, el proceso probatorio en casos de despido 

injustificado y discriminatorio ventilados al amparo de la Ley Núm. 

80 y la Ley Núm. 100 conjuntamente, es uno compuesto por tres 

turnos de prueba y no de dos como en reclamaciones al amparo de 

la Ley Núm. 80 únicamente. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 

D.P.R. 364 (2001). En reclamaciones al amparo de la Ley Núm. 

100 y de la Ley Núm 80, para activar la presunción de la ley el 

demandante debe alegar: la ausencia de justa causa para el 

despido o para la acción adversa que haya tomado el patrono. 

Luego, en el primer turno de prueba probar los elementos básicos 

de la reclamación de discrimen.  

 Activada la presunción el demandado tiene la obligación de 

persuadir al juzgador de la no existencia del discrimen. Implica 

que debe probar que no se tomó la acción adversa o que existió 

justa causa para la acción tomada; demostrar que la acción no 

respondió a un ánimo discriminatorio. Dicho de otro modo, debe 

probar la no ocurrencia del hecho mediante preponderancia de la 

prueba, esto es, probar que es más probable la no ocurrencia del 

hecho presumido que su ocurrencia. 

Age Discrimination in Employment Act 

La Ley federal, conocida por sus siglas como ADEA, prohíbe 

el discrimen por edad en el empleo. Prohíbe que un patrono 

discrimine al negarse a reclutar, despedir o de otra forma 

discriminar con respecto a la compensación, términos, condiciones 

o privilegios en el empleo por razón de la edad del empleado. 29 

U.S.C. 623 (a)(1) 
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 Reconociendo la dificultad de probar trato discriminatorio, el 

esquema de caso prima facie se ha discutido bajo la ADEA. Sobre 

el particular, el Tribunal Supremo de los Estados Unidos ha dicho 

lo siguiente: 

…Recognizing that “the question facing triers of fact in 
discrimination cases is both sensitive and difficult,” and that 
“[t]here will seldom be ´eyewitness´ testimony as to the 
employer´s mental processes,”…the Courts of Appeals, 
including the Fifth Circuit in this case, have employed some 
variant of the framework articulated in McDonnell Douglas to 
analyze ADEA claims that are based principally on 
circumstantial evidence…This Court has not squarely 
addressed whether the McDonnell Douglas framework, 
developed to assess claims brought under § 703(a)(1) of Title 
VII of the Civil Rights Act of 1964…also applies to ADEA 
actions. Because the parties do not dispute the issue, we shall 
assume, arguendo, that the McDonnell Douglas framework is 
fully applicable here…”.  Reeves v. Sanderson, 530 U.S. 133, 

142-143 (2000). 
 

 En el caso citado, el Tribunal Supremo de Estados Unidos, 

pasó a utilizar el esquema de caso prima facie. Explicó que la 

prueba de que la versión o explicación del patrono no es creíble es 

una forma de prueba circunstancial que puede probar intención 

discriminatoria. En consecuencia, el Tribunal indicó que el caso 

prima facie del demandante, con suficiente evidencia que 

demuestre que la explicación o justificación del patrono es falsa, 

puede llevar al juzgador de hechos a concluir que el patrono 

discriminó ilícitamente. Reeves v. Sanderson, supra, págs. 147-

148. 

 Sobre la evaluación de un caso de esta naturaleza mediante 

sentencia sumaria, dice el Tribunal que hay que examinar la 

totalidad del expediente y al hacerlo debe “draw all reasonable 

inferences in favor of the nonmoving party, and it may not make 

credibility determinations or weigh the evidence”.  Reeves v. 

Sanderson, supra, pág. 150.  En fin, señala que “…[t]he ultimate 

question in every employment discrimination case involving claim of 

disparate treatment is whether the plaintiff was the victim of 

intentional discrimination”. Íd., pág. 153. 
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 Un año antes, en otro contexto, por voz del juez, Hon. 

Clarence Thomas, refiriéndose al uso de la sentencia sumaria 

cuando el elemento subjetivo de motivación es elemento de la 

causa de acción, se dijo: “Summary judgment in favor of the party 

with the burden of persuasion, however, is inappropriate when the 

evidence is susceptible of different interpretations or inferences by 

the trier of fact”. Hunt v. Cromartie, 526 U.S. 541, 553 (1999). 

Ley Núm. 115 

Esta causa de acción requiere que el reclamante demuestre que 

participó en una actividad protegida en un foro legislativo, 

administrativo o judicial y que fue despedido, amenazado o 

discriminado posteriormente. Establecidos estos elementos, el 

patrono deberá probar que tuvo una razón legítima no 

discriminatoria para la acción. Si lo logra, el empleado demandante 

deberá demostrar que la razón aducida por el patrono es un 

pretexto. 

Mediante la Ley Núm. 169-2014, la Ley Núm. 115 se enmendó 

para incluir la protección al testimonio, expresión o información 

que se ofrezca o se intente ofrecer en los procedimientos internos 

establecidos en la empresa o ante cualquier empleado o 

representante en una posición de autoridad. 29 LPRA § 194a 

(Suplemento 2015). 

III 

 A tenor con los principios antes expuestos, procedemos a 

resolver la controversia que nos ocupa. 

 En primer lugar, diferimos de la conclusión del Tribunal de 

Primera Instancia en cuanto al incumplimiento de la Regla 36 por 

la parte demandante. El peso que la Regla 36 le impone a las 

partes, principalmente al opositor de la sentencia sumaria, es bien 

elevado. Por ello, la petición no debe resolverse mediante un 

análisis mecánico del número de hechos que el promovente de la 
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moción presente como no controvertidos. Se requiere del juzgador 

un análisis riguroso y arduo de la moción, de la oposición, de los 

documentos que las acompañan y los documentos que obran en el 

expediente. Ese mismo rigor se nos exige como jueces en la 

primera etapa apelativa. 

 En este caso, las partes cumplieron sustancialmente con la 

regla. La parte que promovió la moción descansó en la deposición 

que se le tomó al demandante Medina Félix y en comunicaciones 

entre este e Hinojosa Cruz. De igual forma, la parte opositora 

descansó en la deposición que se le tomó a Medina Félix, a Zoraida 

Báez y a Hinojosa Cruz, así como en las comunicaciones antes 

mencionadas. Le asiste la razón al apelante cuando señala que el 

foro de instancia erró al determinar que él no había cumplido con 

los requisitos de la Regla 36. 

Continuemos con el análisis de todos los extractos de 

deposiciones y documentos que se unieron e identificaron en los 

escritos de ambas partes y los que se encuentran en el expediente 

del caso, que incluyen la demanda con todos sus anejos. Regla 

36.3 (b) (2) y (e) de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V. 

Como adelantamos, en la moción de sentencia sumaria la 

parte apelada incluyó 56 hechos como no controvertidos, los 

cuales el tribunal apelado incorporó exactamente en la sentencia. 

La única diferencia entre una y otra consiste en que los hechos 39 

y 40 se unieron en la sentencia bajo el número 39, al igual que los 

hechos 51 y 52, que aparecen unidos como el hecho 51 en la 

sentencia.  Esto refleja un total de 54 hechos en la sentencia en 

vez de los 56 expuestos en la moción de sentencia sumaria.  

La parte apelante aceptó algunos de los 56 hechos antes 

mencionados, convirtiéndolos en no controvertidos. Del análisis 
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realizado, concluimos que los siguientes hechos no están 

controvertidos: 

1. Medina Félix nació el 1 de agosto de 1956. 
Comenzó a trabajar como Ejecutivo de Cuentas de 
PRTC el 27 de septiembre de 1982, cuando tenía 26 

años. 
 

2. El 4 de septiembre de 1996, pasó a una posición de 

Gerente de Ventas. 
 

3. El 9 de noviembre de 2000 Medina Félix recibió el 

Código de Conducta Empresarial de PRTC. 
 

4. El 31 de julio de 2001 Medina Félix recibió copia de 
la Práctica RH-610 Ed. III Antidiscrimen y/u 

Hostigamiento Sexual. 
 

5. El 5 de diciembre de 2007 el demandante recibió el 
Código de Conducta Empresarial de PRTC. 

 

6. El 9 de noviembre de 2010 Medina Félix pasó a 
ocupar la posición de Gerente de Ventas Móviles 

(SWAT). 
 

7. El 23 de julio de 2010 Medina Félix recibió copia de 
la Política de Monitoreo Electrónico Mediante 

Sistema de Posicionamiento Global (GPS). 
 

8. El 25 de enero de 2011 el demandante recibió copia 

del Reglamento de Disciplina de la Compañía. 
 

9. El 27 de febrero de 2012, Medina Félix fue citado a 
una reunión por Hinojosa Cruz. 

 

10. Hinojosa Cruz era el supervisor directo de Medina 
Félix para el 1ro de marzo de 2012. 

 

11. Medina Félix presentó una queja interna en la que 

solicitó trato igual que a otros gerentes más 
jóvenes. Posteriormente presentó otra similar en 

contra de Hinojosa Cruz. 
 

12. Medina Félix cumplía con requisitos para retirarse 
el 1 de marzo de 2012. 

 

13. Medina Félix informó a Hinojosa Cruz y a Zoraida 
Báez que no se estaría acogiendo a su jubilación el 
1 de marzo de 2012 como había manifestado 

mediante carta el 24 de octubre de 2011. 
 

14. Medina Félix fue suspendido de empleo y sueldo 

por diez (10) días, el 18 de abril de 2012. 
 

15. Medina Félix discutió con Hinojosa Cruz sus 
objeciones a la evaluación de desempeño de 2011. 
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16. Medina Félix regresó de la suspensión el 1 de mayo 
de 2012.  

 

17. En mayo de 2012, Medina Félix solicitó que se 
reconsiderara la suspensión del 18 de abril y se 

reevaluara su desempeño para el año 2011. 
 

18. El 31 de mayo de 2012, José F. Pulido le notificó a 
Medina Félix el archivo de las dos querellas 

internas que este había presentado. 
 

19. El 8 de junio de 2012 Medina Félix presentó una 
querella ante la Unidad Anti Discrimen del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos. 
 

20. El 14 de junio de 2012 Medina Félix se acogió a 

una licencia por enfermedad no ocupacional. 
 

21. Medina Félix regresó a trabajar de su licencia no 
ocupacional el 17 de julio de 2012. 

 

22. Medina Félix se acogió al plan de jubilación de 
PRTC efectivo el 1 de agosto de 2012. 

 

23. Al 1 de agosto de 2012, fecha en que se hizo 

efectiva la jubilación de Medina Félix, PRTC no 
había nombrado a la persona que iba a ocupar su 

puesto. 
 

24. El 22 de octubre de 2012, la Unidad Antidiscrimen 
y la EEOC, le dieron autorización a Medina Félix 

para litigar (Right to sue letter). 
 

25. PRTC por conducto de Hinojosa Cruz, le hizo un 

señalamiento a Medina Félix sobre tomar fotos en 
Wal-Mart. 

 

26. Durante la licencia de Medina Félix, empleados de 

PRTC fueron a la casa de este a buscar el vehículo 
oficial. Además, le desconectaron su teléfono. 

 

27. Al momento de presentar la demanda, Medina Félix 

tenía 56 años de edad. 
 

28. Medina Félix estaba cualificado para el puesto. 
 

29. Después que Medina Félix salió de PRTC se reclutó 
a otra persona para ocupar su puesto. 

 

30. Previo a la suspensión de abril de 2012, Medina 

Félix no había sido amonestado, ni suspendido de 
empleo y sueldo, durante sus años de servicio a 
PRTC. 

Medina Félix alega que luego de tantos años de servicio con la 

compañía, dio inicio un hostigamiento en su contra que incluyó la 

suspensión de empleo y sueldo del 18 de abril de 2012, una 
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imputación falsa sobre crear desasosiego entre promotores y una 

imputación de que no había acudido a una reunión. Estos actos lo 

llevaron a jubilarse el 1 de agosto de 2012, aunque hubiese 

preferido permanecer por lo menos dos años más en la compañía. 

 De las deposiciones de Medina Félix y de la Sra. Zoraida 

Báez se desprende que el apelante solicitó el retiro mediante carta, 

pero no  finalizó el proceso. Medina Félix explicó que quería ver el 

escenario económico de un posible retiro, pues cualificaba para 

ello. Le solicitó a Hinojosa Cruz que le ayudara a reunirse con la 

Sra. Zoraida Báez para discutir el escenario de retiro. La reunión 

se celebró con ese propósito y Zoraida Báez le indicó que se iba a 

nombrar un sucesor para que él lo adiestrara. 

El 1ro de marzo de 2012, Medina Félix se podía retirar si 

quería, pero él se quería jubilar como en 2 años más, o sea, en 

agosto de 2014. Además, Zoraida Báez indicó en su deposición que 

Medina Félix no llenó el formulario de radicación final y corroboró 

que se podía pedir cotización con 90 días de anticipación a la fecha 

de retiro. 

Medina Félix fue suspendido por diez (10) días el 18 de abril 

por mal uso del vehículo de la Compañía que tenía asignado. Se le 

imputa mal uso del vehículo los días 3/3/2012, 3/4/2012, 

3/7/2012, 3/8/2012, 3/21/2012, 3/22/2012, 3/31/2012, 

4/1/2012, 4/6/2012, 4/7/2012. Se alega que esto implica 

violación a las faltas 25, 31, 34 y 45 del Reglamento de Disciplina 

de PRTC, al Manual de Ética y al Código de Conducta Empresarial 

de PRTC. No obstante, de las reglas citadas no surge claramente 

cuál fue la violación incurrida por éste. Medina Félix sostiene que 

el vehículo se utilizó para realizar actividades de promoción y 

ventas como siempre lo había hecho. 

Medina Félix regresó de la suspensión el 1 de mayo de 2012 

y ese día contestó la suspensión y la evaluación de desempeño de 
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2011 que recibió el 18 de abril.  Aunque el mismo día que fue 

suspendido le argumentó al señor Hinojosa que la suspensión no 

procedía. 

La narración anterior refleja un empleado que comenzó a 

trabajar en la PRTC cuando tenía 26 años, que trabajó por 26 años 

en los que tuvo ascensos y reconocimientos; que presentó dos 

quejas internas alegando trato preferente a jóvenes; y que fue 

suspendido de empleo y sueldo. La suspensión de empleo y sueldo 

se debió a una imputación de uso incorrecto del vehículo oficial y 

Medina Félix sostiene que no se apartó del uso que siempre le 

había dado al vehículo. 

De otra parte, PRTC sostiene que Medina Félix se retiró 

voluntariamente y que la suspensión procedía por mal uso del 

vehículo. Añade que los otros eventos que Medina Félix describe 

como hostigantes o acusatorios son actuaciones en defensa de la 

empresa. 

Luego de evaluar la moción de sentencia sumaria, la 

oposición, los documentos que la acompañaron, así como los 

pertinentes que obran en el expediente, acordamos revocar la 

sentencia apelada. 

Entre los hechos que no están controvertidos se encuentran 

la edad de Medina Félix; que este estaba cualificado para su 

puesto; fue suspendido de empleo y sueldo; dejó de trabajar para 

PRTC el 1 de agosto de 2012, fecha en que fue efectivo su retiro; y 

su puesto fue ocupado por otra persona, una vez salió de la 

compañía. 

La parte demandada ataca el elemento básico de que hubo 

una acción adversa, pues no hubo un despido sino el retiro 

voluntario de Médina Félix. Sobre la suspensión y los alegados 

actos de hostigamiento o humillación que alega Medina Félix, se 

aduce que estos fueron justificados y en el interés de la compañía. 
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Si a ello le aplicamos el estándar que estableció el Tribunal 

Supremo para el “despido constructivo”, se hace necesario 

examinar los incidentes que llevaron a Medina Félix a retirarse 

para determinar si una persona razonable actuaría como él ante 

una situación similar.  

Finalmente, Medina Félix ataca la explicación que ofrece 

PRTC y aduce que tiene prueba que podría establecer trato 

discriminatorio por razón de su edad. 

Todo lo expresado nos lleva a determinar que los siguientes 

hechos están controvertidos y que es necesaria una vista para 

dirimirlos: 

Hechos en controversia 

 
1. Motivo de la reunión entre Medina Félix, Hinojosa 

Cruz y Zoraida Báez, antes de la suspensión de 
empleo y sueldo de diez (10) días. 
 

2. Cuáles fueron los incidentes del alegado 
hostigamiento y en qué momento comenzaron. 

 

3. El motivo de Medina Félix para acogerse al retiro 

efectivo el 1 de agosto de 2012. 
 

4. Si Medina Félix incurrió en los actos que 

provocaron que fuera suspendido diez (10) días. 
 

5. Si Medina Félix se apartó de la forma que realizaba 
su trabajo antes del 18 de abril de 2012. 

 

6. Política sobre uso del vehículo oficial y su 
implantación en la Corporación antes del 18 de 

abril de 2012. 
 

7. En qué momento comenzó y por qué razón, el 
monitoreo por GPS del vehículo que usaba Medina 

Félix. 
 

8. A cuántos empleados se le monitoreaba el uso del 
vehículo. 

 

9. Las circunstancias sobre el incidente en Wal-Mart 
que conllevó un cuestionamiento e imputación de 

causar desasosiego entre promotores por parte de 
Hinojosa Cruz. 

 

10. La política de PRTC sobre vehículo y celulares 

cuando un empleado estaba en licencia por 
enfermedad. 
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11. Si Hinojosa Cruz actuó negligentemente o dentro 
del marco de sus funciones. 

Luego de la celebración de la vista, el Tribunal de Primera 

Instancia deberá hacer su determinación sobre estos hechos en 

controversia y aplicar el Derecho. En fin, deberá determinar si el 

demandado estableció la ausencia de un ánimo discriminatorio 

por edad por las acciones que tomó entre febrero a julio de 2012, 

o si, por el contrario, Medina Félix pudo derrotar la explicación de 

PRTC y demostrar su intención de discriminar en su contra por 

edad. 

 En cuanto a los codemandados Hinojosa Cruz y AIG, el 

Tribunal deberá determinar si los hechos configuran una causa 

de acción en contra de cada una de estas partes. Debido a la 

conclusión a la que llegamos, es innecesario discutir el séptimo 

señalamiento de error. 

IV 

 Apoyados en los fundamentos aquí dispuestos, se revoca la 

sentencia apelada. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


